
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 12/2024 (11a.)

DERECHO DE PETICIÓN. SU IMPORTANCIA PARA

EL ORDEN JURÍDICO NACIONAL.

HECHOS: Una persona dirigió a un Ayuntamiento una

serie de peticiones a partir de la red social Twitter

(actualmente denominada X), en particular, una

solicitud de información, una denuncia y un pedimento

para la realización de una obra pública. Dichas

peticiones no fueron objeto de respuesta, por lo que

promovió juicio de amparo contra esa omisión. En su

informe justificado, la autoridad defendió que un tuit

no es una petición formal que cumpla con los

extremos del artículo 8o. de la Constitución Política de

los Estados Unidos Mexicanos, por lo que resultaba

imposible que comentarios en las redes sociales

pusieran en marcha un sistema de la administración

pública destinado para atender solicitudes de

particulares. La persona Juzgadora de Distrito negó el

amparo bajo la consideración destacada de que, si

bien el derecho de petición no sólo puede ejercerse

por escrito, sino también a través de documentos

digitales, como serían los enviados por internet, la

autoridad sólo estaría obligada a dar respuesta

siempre que institucionalmente prevea esa opción

dentro de la normatividad que regula su actuación y

se compruebe de manera fehaciente que la solicitud

electrónica fue enviada. Inconforme, la quejosa
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interpuso recurso de revisión y en sus agravios

expresó que el derecho de petición tenía que ser

interpretado progresivamente y que, si una petición

había sido recibida, no podía condicionarse su

respuesta a la emisión de una reglamentación por

parte de la autoridad.

CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema

Corte de Justicia de la Nación determina que el

derecho de petición, entendido como la prerrogativa

de los ciudadanos para formular solicitudes o

reclamos a las autoridades con la obligación de

brindar escucha, consideración y respuesta, es

sumamente complejo y puede involucrar diversas

vertientes y variables; se encausa como uno de los

pilares de la democracia representativa en la que los

ciudadanos no se limitan a votar; sino que tienen una

participación activa en la dirección de los negocios

públicos; y la garantía de su debido ejercicio

potencializa la realización de otros derechos

fundamentales, como los de acceso a la justicia, a la

libertad de expresión, a la libertad de reunión y de

participación democrática, entre otros. Luego, el

Estado debe mantener interacción con su población

para atender sus peticiones, sea que éstas tengan la

forma de solicitudes, denuncias, quejas, iniciativas o

demandas, en el marco de una sociedad plural y

democrática, en la que el voto no es el único
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instrumento de representación ciudadana y en la que

estos derechos no sólo sirven para la legitimación de

las instituciones democráticas, sino sobre todo para el

aseguramiento de una convivencia pacífica en la que

los distintos reclamos tienen un cauce institucional

que busca atenderlos. Se trata de un derecho de

suma importancia para el orden jurídico nacional y es

relevante entenderlo en el contexto de una sociedad

moderna en la que las tecnologías de la información

han presentado una evolución importante y un uso

cada vez más generalizado.

JUSTIFICACIÓN: El derecho de petición ha tenido un

papel relevante en el surgimiento y desarrollo de las

democracias y ha sido caracterizado en distintos

contextos como un atributo de la ciudadanía nacional.

En el contexto mexicano, cuando menos desde el

Decreto Constitucional para la Libertad de la América

Mexicana, sancionado en Apatzingán el 22 de octubre

de 1814, se prescribió que a ningún ciudadano debe

coartarse la libertad de reclamar sus derechos ante

los funcionarios de la autoridad pública (artículo 37); y

distintos instrumentos constitucionales que han

forjado la nación mexicana reconocieron en distintas

formas el derecho de los ciudadanos de dirigirse a las

autoridades para formular iniciativas, reclamos y

peticiones de diversa índole. Incluso, en el

pensamiento del constitucionalista Mariano Otero, el
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derecho de ciudadanía trae consigo el de votar en las

elecciones populares, el de ejercer el de petición, el

de reunirse para discutir los negocios públicos, y el de

pertenecer a la Guardia Nacional, todo conforme a las

leyes. En su doctrina, el derecho de petición como

uno de los pilares de la democracia representativa,

conlleva que los ciudadanos no se limiten a votar, sino

que tengan una participación activa en la dirección de

los negocios públicos. Además, debe tenerse

presente que distintos instrumentos internacionales de

protección de derechos humanos han coadyuvado en

la definición y el fortalecimiento del derecho de

petición en sus diversas vertientes. A partir de ello,

resulta relevante entender que las redes sociales

brindan una oportunidad para ampliar la tutela del

derecho de petición en un enfoque de progresividad,

lo que es importante no sólo para que los ciudadanos

obtengan respuesta a sus reclamos, sino para

fortalecer la democracia, para lo cual adquieren valor

las plataformas de internet como medios de

interacción que permiten facilitar la participación activa

de los ciudadanos.

Amparo en revisión 245/2022. Joaquín Rivera
Espinosa. 1 de febrero de 2023. Cinco votos de la
Señora Ministra y de los Señores Ministros: Arturo
Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara
Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su
derecho para formular voto concurrente, Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena, y Presidente Jorge Mario Pardo
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Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo.
Secretario: Guillermo Pablo López Andrade.

LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE
ACUERDOS, DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del
Reglamento Interior de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la anterior
tesis jurisprudencial, fueron aprobados en sesión privada
de diecisiete de enero de dos mil veinticuatro. Ciudad de
México, a diecisiete de enero de dos mil veinticuatro. Doy
fe.

PMP/lgm.


